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Anchura: 12.5 milímetros.
Color. Amarillo.

· 9raduación: El e~alón es milímétríco. La longitud del trazo de los
rnlhmetros es de 2 milímetros, la de los mediocentimetros y centímetros
de 3,5 milímetros y en los decímetros el trazo va de borde a borde de
la cinta. El modelo está graduado·en ambos bordes, siendo los trazos de
color negro.

Numeración: La numeración es centimétrica, continua a lo largo de
toda la longitud nominal. .

Lo~ ,centímetros están reprcsel1;tados por números de color negro de
3,5 mlhmetros de altura. Los deClmetros expresados en centímetros se
representan por números de color rojo de 4,5 milímetros de altura.

Origen: Pestaña deslizante. que se desplaza un milímetro en el
senti~~ longítudi~a.l del fleje, ,lo que ~uivale al espesor de la pestaña,
permItIendo medICIones extenores e mteriores.

Inscripciones: En color rojo, son las siguientes:

Longitud nominal: ~

Clase de precisión: II

Signo de aprobación de modelo:

~.~

Marca de identificación: «Johnne)'».
· C~~rto.-EI C~ntr?l Metrológico correspondiente a la verificación

pnmltlva, se real~zara por el'persc~naldel Centro Español de Metrología,
en los laboratonos de venficaclón oficialmente autorizados que se
determine.

· La marca de ~erificación primitiva figurará punzonada en la uña. de
ongen de la medldade;flongítud.

Madrid, 4 de julio de 1991.-El Director, José A. Fernández Herce.

RESOLUCION de 4 de julío de 1991, de la Subsecreta­
ria, por la que se dispone el cumplimiento en sus propios
términos de la sentencia recaída en recurso contencioso­
administrativo. sobre reclamación de daños y perjuicios.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 21{
1987, interpuesto ante el Tribunal Supremo, Sala Tercera, por doña
Eudosia~VenerandaCela Gómez y don Ricardo Alvarez Cela, subro­
gado en los derechos de su madre como único heredero, contra la re­
solución de 12 de ,septiembre de 1985. sobre reclamación de daños y
perjuicios sufridQs por el fallecimiento de su hijo don Marcial Alvarez
Cela en accidc;nie de circulación ocurrido el 9 de octubre de 1982 en
la carretera ,CN-VI, pu'nto kilométrico 390,700. se ha dictado senten­
cia con fecha 20 de noviembre de 1990, cuya parte dispositiva, literal­
mente, dice:

.((Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por la representación de doña Eudosia-Veneranda Cela
GÓ;mez, contra la resolución del Ministerio de Obras Públicas de 7 de
rtláyo de 1985 y de 12 de septiembre de 1985, desestimatoria esta últi­
,IDa del recurso de reposición interpuesto contra la primera, que aene­
gaba la indemnizacion de daños y perjuicios solicitada por el falleci­
miento de su hijo don Marcial Alvarez Cela debemos anular y anula­
mos totalmente las resoluciones recurridas y debemos declarar y
declaramos el derecho de don Ricardo Alvarez Cela, subrogado en
los derechos de su madre, como único heredero de ésta, a recibir la
suma de siete millones de pesetas. Sin hacer expresa condena en las
costas causadas.»

Esta Subsecretaría, de conformidad con lo establecido en los ar­
ticúlos 103 y siguientes de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con·
tencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que
se cumpla en sus propios términos la referida sentencia.

Lo q~e comun.ic,? a V. 1. para su conocimiento y cumplimiento.
Madnd, 4 de Juho de 1991.-El Subsecretario de Obras Públicas y

Transportes. Antonio Llardén Carratalá.

Ilmo. Sr. Director general de Servicios de Obras Públicas.

RESOLUC10N de 4 de Julio de 1991, de la Subsecreta­
ría, por la que se dispone el cumplimiento en sus propios
términos de la sentencia recaida en recurso contendoso­
administrativo, en grado de ape/aci/m, sobre sandón de
treinta millones seiscientas veinte mil ochocientas pesetas
por infracciones urhanísticas en la construcción de un edi­
ficio en la plaza Bandera de Marruecos (Melílla).

Ilmo. Sr.: En el recurso de apelación número 66/1989, interpuesto
ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo por la Administración Ge·
neral del Estado, representada y defendida por el Abogado del Esta·
do, contra la sentencia estimatoria dictada por la Audiencia Nacional
en el recurso contencioso-administrativo número 16.155, deducido
por don Angel Jiménez Viyuela contra la resolución de 17 de mayo de
1985, sobre sanción de treinta millones seiscjentas veinte mil ocho·
cientas pesetas por infracciones urbanisticas en la construcción de un
edificio en la plaza Bandera de Marruecos (Melilla), se ha dictado
sentencia con fecha 21 de diciembre de 1990, cuya parte dispositiva,
literalmente, dice:

«Fallamos: Que esti~ando como estimamos el recurso de apela·
ción interpuesto por la Abogacía del Estado en nombre y representa·
ción de la Administración General, procede revocar y revocamos la
sentencia dictada por la Sección Primera de la Sala de lo Contencío­
so-Administrativo de la Audiencia Nacional de 3 de octubre de 1988
'/, en su consecuencia, desestimando como desestimamos el recurso
Jurisdiccional interpuesto por la reprcsentación procesal de don Angel
liménez Viyuela contra los acuerdos del excelentísimo señor Ministro
de Obras Públicas y Urbanismo de 17 de diciembre de 1984 y de 17
de mayo de 1985, por los que se impuso al mencionado recurrente
una multa de 30.620.800 pesetas, debemos dcclarar y declaramos, ab­
solviendo como absolvemos a la Administración de cuantas pretensio·
oes han sido contra ella actuadas, que. los mencionados acuerdos son
conformes a Derecho. No se hace especial declaración de condena
respecto de las costas causadas en ambas instancias.»

Esta Subsecretaria: de conformidad con lo establecido en los ar·
ticulos 103 y siguientes. de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con­
.rencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que
se cumpla en sus propios términos la referida sentencía.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y cumplimiento.
Madrid, 4 de julio de 199t.~El Subsecretario de Obras Públicas y

Transportes, Antonio Llardén Carratalá.

Ilmo. Sr. Director general del Instituto del Territorio y Urbanismo.

_ RESOLUCION de 4 de julio de 1991, de la Subsecreta-
ría, por la que se dispone el cumplimiento en sus propios
términos de la sentencia recaída en recurso contencioso­
administrativo. eh grado de apelación, sobre petición para
formar parte de las Comisiones de Valoración de lvféritos
del concurso convocado por Orden de 19 de mai'o de 1988
(publicado en el «Boletin Oficial del Estado» d~126).

Ilmo. Sr.: En el recurso de apelación número 2.153, interpuesto
ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo por la representación pro­
cesal de la Federación de Administración Pública de Comisiones
Obreras contra la sentencia desestimatoria de 21 de abril de 1989, dic~

tada por la Audiencia Nacional en el recurso contencíoso·administra·
tivo número 18.451, entablado por don Alberto Torres Pérezcontra
la denegación presunta por silencio administrativo de petición efec­
tuada por Comisiones Obreras de formar parte de las Comisiones de
Valoración de Méritos del concurso convocado por Orden de 19 de
mayo de 1988 (publicado en el «Boletín Oficial del Estado» del 26),
se ha dictado sentencia con fecha 8 de junio de 199, cuya parte dispo­
sitiva, literalmente, dice:

(.FaJla~?s: Que esti-,?~ndo ~!rec~rs,? de apelación interpuesto por
la FedcraclOn de AdmllllstraclOn Publica de Comisiones Obreras y
por don Alberto Torres Pérez, en su calidad de Secretario general de
dicha Federación, contra la sentencia de la Sección Primera de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 2i dc
abril de 1989, dictada en el recurso 18.451, que revocamos, declara­
mos el derecho del Sindicato Comisiones Obreras a formar parte de
la Comisión ?~ Va!ora~ón de Méritos no preferentes, prevista en la
Orden del Mmlsteno de Obras Públicas y Urbanismo de 19 de mayo
de 1988, en igualdad de condiciones que los otros sindicatos. Con ex­
presa imposición de las costas de primera instancia a la Administra­
ción demandada y sin hacer especial declaración sobre las causadas
en apelación.»

Esta Subsecretaría, de conformidad con lo establecido en los ar­
ticulos 103 y siguientes de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con-


